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C.A. de Santiago 

Santiago, veinticinco de abril de dos mil veintitr s. é

VISTOS: 

PRIMERO: Que, comparece Ricardo Gonz lez Novoa, abogado,á  

en  representaci n  de  ó Cencosud  Shopping  S.A.  (Ex  Cencosud 

Shopping Centers S.A.), domiciliado en Nueva Costanera 4040, oficina N° 

52, comuna de Vitacura, e interpone reclamo de ilegalidad municipal en 

contra de la Resoluci n DOM N  218/2022, de fecha 28 de febrero deó °  

2022 de la  Direcci n  de  Obras  Municipalesó  (DOM)  de  la  I.  

Municipalidad de  Vitacura , la cual declar  la caducidad del Permisoó  

de Edificaci n N 121 de 2000 y,  en contra  del  Decreto Alcaldicio Nó ° ° 

4/779, dictado y notificado el 3 de mayo de 2022, en que la Alcaldesa 

de la I.  Municipalidad de Vitacura  rechaz  el reclamo de ilegalidadó  

municipal en sede administrativa.

Expone  que  la  reclamante  es  titular  del  permiso  de  edificaci nó  

N 121/2000 de 12 de diciembre de 2000 respecto de la propiedad ubicada°  

en Av. Presidente Kennedy N 8950, permiso que ha sido objeto desde el°  

2015  de  diversos  y  sucesivos  intentos  por  parte  de  la  DOM  para 

desconocer su validez y vigencia, sin embargo todos y cada uno de dichos 

embates han sido anulados y corregidos por sentencias firmes ejecutoriadas 

de  los  Tribunales  Superiores  de  Justicia  o  bien  por  decisiones  de  la 

autoridad t cnica especializada. Al efecto se remite a la Resoluci n DOMé ó  

N 254 de 22 de mayo de 2015, que orden  la paralizaci n de las obras° ó ó  

vinculadas al Permiso de Edificaci n N  121, posteriormente dejada sinó °  

efecto,  el  recurso  de  protecci n  Rol  105.355-2015  de  esta  Corte,  enó  

relaci n a la evaluaci n del permiso de la reclamante y sus desacatos. ó ó

En  relaci n  a  la  Resoluci n  DOM  218/2022,  indica  que  eló ó  

procedimiento que da origen a dicha resoluci n dur  3 a os y 8 meses,ó ó ñ  

durante  los  cuales  se  configuraron graves  ilegalidades.  Refiere  que este 

proceso se inicia mediante Resoluci n DOM N 288 de 7 de junio de 2018,ó °  

cuyo objeto fue el de  constatar la vigencia o caducidad del Permiso de“  

Edificaci n N  121 de fecha 12/12/2000 para la propiedad ubicada en Av.ó °  

Presidente Kennedy N  8950 .° ”  Indica que durante la tramitaci n, solicitó ó 

la determinaci n del objeto y la apertura de un t rmino probatorio, lo queó é  

fue acogido, pero condicionado a una resoluci n futura que jam s se dict ,ó á ó  

a adiendo, que  el  22 de agosto de 2018 la DOM dict  el  Ordinarioñ ó  

N 1663, donde se tuvo por acompa ado los documentos, sin embargo no° ñ  
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se  indic  con precisi n  el  per odo de tres  a os  a evaluar.  Luego haceó ó í ñ  

presente, que desde del 22 de agosto de 2018 hasta el 28 de febrero de 

2022,  fecha  en  la  cual  se  declar  la  caducidad,  hubo  una  inactividadó  

absoluta por parte de la autoridad.

Manifiesta  que  el  10  de  febrero  de  2022  solicito  se  declarara 

terminado el procedimiento, por decaimiento, conforme al art culo 40 de laí  

ley  19.880,  sin  embargo,  el  d a 28 del  mismo mes,  la  DOM dicta  laí  

Resoluci n reclamada, N 218/22, declarando la caducidad del permiso deó °  

edificaci n N 121, se alando  ó ° ñ Const tese  la Caducidad del Permiso de“ á  

Edificaci n  N 12/2000  de  fecha  12.12.2000,  la  cual  oper  de  plenoó ° ó  

derecho a contar del 21.12.2007, seg n segunda causal  de Art.  5.1.20.ú  

OGUC vigente al 29.12.1999, es decir obras paralizadas por m s de tresá  

a os, de acuerdo al Considerando N 41 de la presente Resoluci n .ñ ° ó ”

Luego atiende a  las  ilegalidades  cometidas  en la  dictaci n  de  laó  

Resoluci n  DOM 218/22 de  28  de  febrero  de  2022,  cuales  son:ó  1.-  

Decidi  sobre la base de un proceso ilegalmente tramitado al omitir laó  

apertura  efectiva  del  t rmino  probatorio  decretado  por  la  DOM,é  

impidiendo a la reclamante aportar probanzas, conforme lo establecido en 

los art culos 10, 35 y 36 de la ley 19.880 y art culo 19 N 3 de la Cartaí í °  

Fundamental;  2.- Dictada  en  un  procedimiento  que  super  el  plazoó  

m ximo de duraci n de los procedimientos administrativos fijado por elá ó  

art culo 27 de la Ley N  19.880;  í ° 3.- Dictada en contravenci n a fallosó  

judiciales firmes y ejecutoriados, incurriendo nuevamente en la figura de 

desacato descrita en el art culo 240 del C digo de Procedimiento Civil eí ó  

infringiendo los art culos 20 inciso primero y 76 incisos tercero y cuarto deí  

la  Constituci nó ;  4.- Alter  de  modo  sobreviniente  el  objeto  deló  

procedimiento, sin cumplir las formalidades legales del inciso segundo del 

art culo 41 de la ley 19.880, al igual no respeto el principio de publicidad yí  

transparencia  del  procedimiento  e  incurri  una  desviaci n  de  fin  deló ó  

procedimiento por exceso de competencia; 5.-La Resoluci n DOM N  218ó °  

omite una valoraci n o consideraci n m nimamente l gica o razonable deó ó í ó  

los antecedentes,en infracci n a los art. 11, 17 letra f) y 41 de la Ley Nó ° 

19.880;  6.- Dictada con infracci n a los art culos 3  y 53 de la Ley Nó í ° ° 

19.880 al invalidar pronunciamientos anteriores y firmes que constatan la 

vigencia del permiso a lo menos al a o 2014, neg ndoles su calidad deñ á  

actos administrativos. 
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Respecto al Decreto Alcaldicio N  4/779 de fecha 03 de mayo de°  

2022, hace presente que dicho Decreto no se pronuncia ni se hace cargo de 

ninguna  de  las  alegaciones  planteadas  por  la  reclamante,  adem s  noá  

profundiza respecto de ninguno de los intentos previos de cuestionamiento 

de  la  vigencia  del  permiso  de  edificaci n,  y  omite  asimismo,  eló  

reconocimiento de la vigencia del permiso por dos resoluciones previas de 

la  misma  Direcci n  de  Obras  (Resoluci n  N 551/2013  y  Ord.  Nó ó ° ° 

106/2014)  y  no  se  hace  cargo   de  los  vicios  del  procedimiento  que 

denuncia, ni de la motivaci n incoherente de la Resoluci n DOM N  218ó ó °  

que declara la caducidad a pesar de reconocer expresamente que existieron 

obras  en  curso.  En  consecuencia,  el  rechazo  del  reclamo,  infringe 

gravemente el deber de motivaci n de los actos administrativos, contenidoó  

en los art culos 11 y 41 de la Ley N  19.880. í °

Finalmente alega que la actuaci n ilegal de la Direcci n de Obras deó ó  

la Municipalidad de Vitacura le genera perjuicios, al dejar sin efecto el 

permiso  N  121,  de  fecha  20  de  diciembre  de  2000,  impidiendo  el°  

desarrollo de dicho proyecto.

Solicita  se  acoja  el  reclamo  resolviendo  dejar  las  resoluciones 

impugnadas por ilegales y agraviantes.

SEGUNDO: Que  informando  la  Municipalidad  de  Vitacura, 

solicita el rechazo del reclamo.

Como consideraci n previa, se ala que ó ñ el Decreto Alcaldicio secci nó  

1  n 4/779, de 3 de mayo de 2022° ° , no constituye un acto administrativo 

terminal, sino que un pronunciamiento que debe emitir el sujeto pasivo la–  

Alcaldesa - de la acci n contenciosa administrativa denominada reclamoó “  

de ilegalidad municipal , como una forma de concluir la fase administrativa”  

del procedimiento judicial prevista en el art culo 151 de la LOCM. A adeí ñ  

que la Alcaldesa no es la autora del acto administrativo que se intenta 

impugnar, en atenci n a que el permiso de construcci n es una materiaó ó  

desconcentrada en las  Direcciones de Obras  Municipales,  es  decir,  por 

decisi n  legal  expresa  esa  materia  se  encuentra  reservada  aló  

pronunciamiento exclusivo y excluyente de esos organismos administrativos. 

Agrega que sin perjuicio de lo  expresado,  y  aunque ello  bastar a  paraí  

desechar  el  reclamo  de  ilegalidad  en  contra  del  mencionado  Decreto 

Alcaldicio, se encuentra suficientemente fundado.

En cuanto al reclamo de ilegalidad presentado contra la Resoluci nó  

DOM N 218/2022.  ° Explica que con fecha 26 de octubre de 1999, la 
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sociedad Interpetrol S.A. (antiguo propietario del predio ubicado en Av. 

Kennedy  N 8950)  present  a  la  Direcci n  de  Obras  (DOM)  de  la° ó ó  

Municipalidad de Vitacura, la solicitud de Anteproyecto N 393/1999 para°  

la construcci n de un edificio de 55 pisos, destinado a vivienda, comercio,ó  

oficinas y servicios p blicos, en el inmueble ubicado en Av. Pdte. Kennedyú  

8950, solicitud realizada en base a las normas urban sticas correspondientesí  

a la antigua Ordenanza Local de Las Condes, aplicables a la comuna de 

Vitacura,  anteproyecto que fue aprobado con fecha 29 de diciembre de 

1999,  esto  es,  un d a antes  de  que entrara  a  regir  el  Plan  Reguladorí  

Comunal (PRC) propio de Vitacura, PRC de la comuna de Vitacura el que 

establece una altura m s restrictiva para el sector de que se trata, á 12 pisos, 

regla  vigente al  d a de hoy.  Posteriormente,   el  í 23 de junio de 2000, 

Interpretol S.A., solicit  permiso para edificar una Obra Nuevaó : Edificio de 

Uso  Mixto  de  2-19-25-55-pisos,  z calo  y  5  subterr neos,  con  destinoó á  

vivienda, servicios p blicos, comercio y servicios profesionales, acogido a laú  

figura  de  Conjunto  Arm nico.  ó El  Permiso  de  Edificaci n  N 121  fueó °  

otorgado  por  la  Direcci n  de  Obras  del  Municipio  con  fecha  12  deó  

diciembre de 2000.  El titular del Permiso dio inicio a las obras el 5 de 

diciembre de 2003, es decir pocos d as antes de que el permiso caducaraí  

por disposici n legaló . 

Indica que a prop sito de diversos denuncias y presentaciones deó  

terceros  y  del  titular  del  permiso,  as  como  de  pronunciamientosí  

administrativos y judiciales emitidos a la fecha, fue requerida para actuar y 

verificar  en  su  caso  la  vigencia  del  permiso  de  edificaci n  121/2000,ó  

remitiendo a la VERIFICACI N DE LA DOM EFECTUADA EL A OÓ Ñ  

2014  (fecha  caducidad:  12.12.2003  es  decir  a  3  a os  de  otorgado  elñ  

Permiso,  Paralizaci n de obras  por Resoluci n  DOM N 254 de 2015);ó ó °  

VERIFICACI N DE LA DOM EFECTUADA EL A O 2017 Ó Ñ (fecha de 

caducidad verificada en fecha 14.01.2013, declarada por Resoluci n DOMó  

N 37  de  fecha  19.01.2017);  ° VERIFICACI N  DE  LA  DOMÓ  

EFECTUADA EL A O 2022Ñ  (fecha caducidad: 21.12.2007, es decir 3 

a os desde que se suspendieron las obras con fecha 21.12.2004, declaradañ  

por Resoluci n DOM N 218, de 28 de febrero de 2022).ó °

El fundamento de esta ltima verificaci n, a o 2022, lo constituyen:ú ó ñ  

el Acta Reuni n Cencosud-DOM, de fecha 24 de mayo de 2018, sobreó  

Inicio  Procedimiento de  Constataci n  de  vigencia  o caducidad del  PE.ó  

N 121/2000; la Resoluci n DOM N 288 de 07 de junio de 2018 que° ó °  

F
V

Q
LX

E
LZ

D
X

Y



5

inicia procedimiento administrativo para constatar la vigencia o caducidad 

del PE 121/2000, en virtud del cual se revis  todo el periodo siguiente aló  

inicio de obras registrado en Libro de Obras el a o 2003; ñ Lo dispuesto por 

la SEREMI MINVU en su Resoluci n Exenta N 2945 de fecha 13 deó °  

noviembre del 2015 que, en su resuelvo tercero se ala, en cuanto a si lañ  

obra ha estado o no sin trabajos durante m s de tres a os, corresponde queá ñ  

sea  constatado  por  la  Administraci n  Activa  (DOM)  y  que  dichaó  

constataci n concierne a una ponderaci n de situaciones de hecho que,ó ó  

necesariamente  y  de  manera  fundada  debe  ser  efectuada  por  la 

Administraci n;  En  lo  resuelto  en  sentencias  dictadas  en  Recurso  deó  

Protecci nó  presentado por Cencosud en contra de la Resoluci n N 3052ó °  

de 2015 de la Seremi  Minvu en el  que denuncia acto ilegal  de dicho 

organismo  consistente  en  haber  alterado  una  decisi n  previa  -que  seó  

entendi  favorable a Cencosud- y encubrir una invalidaci n sin desarrollaró ó  

el procedimiento previsto en el art culo 53 de la Ley N 19.880; sentenciaí °  

Rol de ingreso 105.355-2015, de esta Corte de Apelaciones de fecha 13 de 

abril de 2016, que resolvi  acoger el recurso de protecci n dejando sinó ó “  

efecto la Resoluci n N 3052, de 25 de noviembre de 2015, de la SEREMIó °  

MINVU  y  orden  a  la  misma  autoridad  ó proceder  acorde  con  lo“  

preceptuado en el art culo 53 de la Ley N 19.880 , í ° ” sentencia confirmada 

por la Excma. Corte Suprema, con fecha 30 de mayo de 2016; Carta de 

fecha 21 de diciembre de 2004 recibida por la DOM con fecha 27 de 

diciembre de 2004, por la cual el Titular del PE 121/2000 inform  laó  

suspensi n  de  las  obras.  En  base  a  dichos  antecedentes,  al  haberó  

permanecido las obras sin avance por m s de 3 a os, desde á ñ 21.12.2004, se 

dicta Resoluci n DOM N 218, de 28 de febrero de 2022, que constata laó °  

caducidad producida el 21 de diciembre de 2007. 

Resalta  que  la  materia  en  discusi n  en  los  autos  de  protecci nó ó  

referidos no fue la vigencia del PE 121/2000, sino que la forma en que la 

SEREMI MINVU interpret  y aplic  la ley que se encontraba vigente a laó ó  

fecha  de  la  aprobaci n  del  Anteproyecto  de  obras  asociado  al  mismoó  

permiso  de  construcci n.  Tampoco  en  el  fallo  de  protecci n  se  pudoó ó  

estimar que la SEREMI MINVU en alg n acto haya sostenido que paraú  

entender que el  permiso de edificaci n ha caducado se debe aplicar eló  

procedimiento regulado para la invalidaci n en el art culo 53 de la Leyó í  

19.880. En suma, nada se discuti  en esos autos de protecci n acerca de laó ó  

forma en que opera la caducidad o vigencia del PE 121/2000, conforme al 
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ordenamiento  jur dico,  lo  que  s  es  objeto  del  presente  reclamo  deí í  

ilegalidad municipal, y que por lo tanto la DOM ha ejercido derechamente 

sus potestades luego de un procedimiento que fue iniciado sin oposici n deó  

Cencosud, conforme consta de Acta de Reuni n CENCOSUD-DOM. ó

Expone que nuestros tribunales superiores de justicia han sostenido 

que  la  regulaci n  de  la  caducidad  ó busca  evitar  la  especulaci n“ ó  

constructiva, sancionando ( ) la inactividad del titular de un permiso de…  

edificaci n a trav s de la figura de la caducidad , ó é …” y que la Contralor aí  

General de la Republica  no ha dudado en afirmar que corresponde a la 

DOM constatar los presupuestos f cticos que den lugar a la caducidad.á  

Este  ha sido el  criterio  expuesto  en los  dict menes N 95.979 de 2014;á º  

N 40.981  de  2015  y  51.178  de  2015.  º En  el  ltimo  de  dichosú  

pronunciamientos citados, y en alusi n concreta al PE 121/2000 que nosó  

interesa, sostuvo lo siguiente: “( ) la DOM, en lo que ata e a la eventual… ñ  

caducidad de los comentados permisos N s. 192 y ° 121, se encuentra en el 

imperativo de resolver las situaciones en an lisis, y si corresponde, acordeá  

con los principios contenidos en la ley N 19.880, que Establece Bases de°  

los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de los rganos deÓ  

la  Administraci n del  Estado,  en especial,  el  conclusivo  previsto  en suó  

art culo 8 , dictar el acto que la declare (aplica criterio contenido en elí °  

dictamen N 40.981, 2015, de este origen).°  Lo que recalca este dictamen”  

contralor es que la DOM es el organismo administrativo al que la ley le 

encomienda constatar  la  caducidad,  ya sea  que lo  haga de  oficio  o a 

petici n de persona interesada -que es lo que sucede en la mayor a de losó í  

casos-, y cita la Ley N 19.880 para advertir que pueden ser aplicables los°  

principios generales contenidos en ella, cuando corresponda, y en especial 

el  principio conclusivo que,  obliga a que se emita un acto de t rminoé  

dentro  de  un  procedimiento.  Y  as ,  si  la  DOM es  requerida  por  uní  

interesado en que se constate la caducidad de un Permiso de Construcci n,ó  

deber  responder dictando la pertinente resoluci n (que constate o no laá ó  

caducidad,  seg n  la  situaci n  f ctica  que  observe).  Si  act a  de  oficio,ú ó á ú  

igualmente emitir  una resoluci n en el sentido que corresponda.á ó

Distingue  entre  la  caducidad  e  invalidaci n  del  permiso  deó  

edificaci n,  como  dos  causales  distintas  de  extinci nó ó ,  por  cuanto  la 

invalidaci n  corresponde  a  la  sanci n  que  se  impone  a  un  actoó ó  

administrativo por no cumplir con los requisitos que establece la ley para su 

validez y por su parte la caducidad del permiso de edificaci n opera comoó  
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una causal de extinci n de los efectos de aquel, pero no por ilegalidad deló  

mismo acto, sino que por el incumplimiento de una exigencia prevista en 

la  ley  especial  urban stica  por  parte  del  beneficiario  del  permiso:  noí  

ejecutar obras o paralizarlas dentro de un plazo concreto. Se trata en este 

caso, de la extinci n de un derecho por la inobservancia del cumplimientoó  

de los requisitos que establece la ley para su ejercicio. En el caso concreto 

estima que no cabe duda de que el Permiso 121/2000 fue otorgado de 

conformidad a la ley -es legal y as  se presume hasta que no se pruebe loí  

contrario.

Refiere que la caducidad opera por el solo ministerio de la ley, sin 

m s procedimiento que la constataci n de los hechos cuando la autoridadá ó  

lo estime o se lo requiera un interesado, como es el caso de autos. En 

efecto,  se ala  que  la  DOM  de  Vitacura  realiz  constataciones  delñ ó  

cumplimiento de la normativa de que se trata en varios periodos, motivado 

por las acciones emprendidas por terceros interesados en la regularidad 

urban stica del sector en donde se proyect  una mega construcci n de graní ó ó  

altura (55 pisos) en circunstancias que la actual planificaci n urbana de laó  

comuna no lo admite. 

En cuanto a la normativa aplicable a la caducidad del PE 121/2000, 

se ala que  ñ el Art. 5.1.20. de la OGUC vigente al a o 1999, en que señ  

aprob  el Anteproyecto asociado el PE 121/2000, es aquella derivada de laó  

modificaci n introducida al D.S. N 47, de 1992, por el D.S. N 173, deó ° °  

1997  y,  que  establece  que  el  Permiso  de  Edificaci n  caducaó  

autom ticamenteá  en 3 a os de iniciadas las obras y lo mismo sucede si señ  

paralizan las obras por el mismo tiempo.

Relata, que consta en el Expediente Administrativo el inicio de las 

obras el a o 2003 de acuerdo al estampado en el Libro de Obras por elñ  

Inspector Municipal y, que desde el a o 2003 hasta el a o 2014, conformeñ ñ  

al Oficio Ord. Seremi Minvu N 3366 de 22 de julio de 2014, el avance de°  

obras  orientadas  hacia  la  construcci n  del  proyecto  de  edificaci n  fueó ó  

pr cticamente nulo, teniendo en cuenta grandes per odos en que el terrenoá í  

fue utilizado como Feria Artesanal, estacionamiento de veh culos y otros.í  

As ,  la  DOM  ha  constatado  tanto  en  terreno,  como  de  la  revisi ní ó  

exhaustiva  de  todos  los  antecedentes  que  obran  en el  Expediente  y  a 

requerimiento, no de oficio, la inexistencia de continuidad en las obras 

tendientes al desarrollo del proyecto aprobado en diciembre de 2000, y 
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tambi n constatado que ese hecho se extiende desde el a o 2004 a la fechaé ñ  

del presente informe.

Indica  que  el  hecho  material  constatado,  tiene  claros  efectos 

jur dicos, ya que por aplicaci n de lo dispuesto en los art culos 116, 120 yí ó í  

146 de  la  LGUC, el  mencionado permiso  121/2000 ha caducado por 

disposici n legal expresa o de pleno derecho. Y ello es as , cualquiera sea laó í  

norma de la OGUC que se invoque al efecto, esto es, la caducidad ha 

operado en la especie, ya por aplicaci n del art culo 5.1.20. vigente el a oó í ñ  

1997, ya por lo dispuesto por el art culo 1.4.17. actualmente vigente. í

En cuanto a las alegaciones de ilegalidad de la reclamante, analiza 

en particular cada una de ellas. En primer lugar se ala que seg n consta enñ ú  

el expediente, mediante Resoluci n DOM N 288 de 7 de julio de 2018 seó °  

fij  un plazo de 20 d as para formular alegaciones y aportar todos losó í  

antecedentes que obren en su poder, incluso mediante Resoluci n DOMó  

N 342 de 9 de julio de 2018 se le concedi  un plazo adicional de 10 d as,° ó í  

formulando  sus  alegaciones  y  acompa  documentaci n.  Una  segundañó ó  

ilegalidad  dice  relaci n  a  la  dilaci n  del  procedimiento  administrativo,ó ó  

justificado en la resoluci n impugnada, sin embargo, ella misma solicitoó  

abrir   un  procedimiento  para  revisar  la  vigencia  o  caducidad  del  PE 

121/2000, no siendo necesario, sin que a la fecha pueda sostenerse que el 

proyecto est  siendo ejecutado. A ade que Cencosud ha se alado que elé ñ ñ  

sector donde se ubica el inmueble se construye la L nea 7 del Metro deí  

Santiago,  raz n   de  que  el  predio  fue  objeto  de  un  procedimientoó  

expropiatorio, antecedente que permite presumir que el proyecto aprobado 

el a o  2000 quiz s no se puede ejecutar o deber  ser modificado en lasñ á á  

condiciones  que  permita  la  actual  normativa  urban stica  del  sector.í  

Respecto a la instituci n del decaimiento, expresa que se ha concebidoó  

aplicable  en  el  procedimiento  administrativo  sancionador,  materia 

absolutamente  ajena  a  la  instituci n  de  la  caducidad  del  permiso  deó  

edificaci n, no es una sanci n que aplica la administraci n, sino que esó ó ó  

impuesta por el ordenamiento jur dico.í

Como tercera ilegalidad se denuncia que la resoluci n recurrida haó  

sido resuelta  en contravenci n a fallos  judiciales  firmes  y ejecutoriados,ó  

incurriendo en desacato, sin embargo lo que hace el Fallo de la Corte de 

Apelaciones es dejar sin efecto la Resoluci n Exenta 3052 de 2015 de laó  

Seremi Minvu, por considerarla  arbitraria,  en cuanto intent  aclarar  laó  

Resoluci n Exenta 2945 de 2015, en lugar de invalidarla conforme al art.ó  
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53 de la LBPA. Luego la Corte Suprema, en fallo de apelaci n de dichaó  

sentencia,  declara  que  la  causal  para  acoger  la  protecci n,  ser  laó á  

ilegalidad  en vez de la arbitrariedad .“ ” “ ”

Explica que la Resoluci n Exenta 2945 de 2015 qued  vigente enó ó  

todas sus partes, ya que la Seremi no la invalid , la que en s ntesis,  hizo loó í  

siguiente: 1  Orden  a la DOM dejar sin efecto la resoluci n que dispuso° ó ó  

la paralizaci n de obras que se estaban ejecutando en el terreno ubicado enó  

Av. Kennedy 8950 por no contar con permiso de edificaci n (Resoluci nó ó  

DOM 254 de 22 mayo de 2015, acompa ada en el N 4 del primer otros );ñ ° í  

2  En  cuanto  a  las  circunstancias  para  entender  iniciada  la  obra  del°  

Permiso N 121/2000, orden  a la DOM adecuar su actuar a la normativa° ó  

vigente a la poca de aprobaci n del anteproyecto de 1999, es decir, al art.é ó  

5.1.20. de la OGUC, aplicando jurisprudencia de CGR.; 3  Se al  que la° ñ ó  

constataci n  de  la  caducidad  del  permiso  de  edificaci n  correspondeó ó  

exclusivamente a la DOM como Administraci n Activa, aplicando la ley yó  

jurisprudencia de CGR y, 4  Expresa que si la Resoluci n DOM N 551 de° ó °  

2013 y el Ordinario DOM N 106 de 2014 se alaron de alg n modo que el° ñ ú  

Permiso  121/2000  est  vigente,  y  dicha  declaraci n  fuera  contraria  aá ó  

derecho, debiese revisarse la pertinencia de su invalidaci n por el DOM.ó  

En tal sentido dice entender que esa parte de la Resoluci n N 2945 nuncaó °  

ha ordenado ni sugerido a la DOM que invalide el Permiso de Edificaci n,ó  

ni tampoco que lo declare vigente o caduco.

Argumenta que la Resoluci n DOM N 551/2013 registr  cambio deó ° ó  

profesionales del Permiso y Acta de Estado de Avance de las Obras, la cual 

tiene  valor  s lo  para  efectos  de  deslindar  las  responsabilidades  de  losó  

mismos profesionales;  elemento de hecho que no sirve para constatar la 

vigencia del PE 121/2000.

En cuanto al oficio Ord. DOM N 106, de enero de 2014, afirma°  

que tampoco contiene un pronunciamiento terminal de la DOM respecto 

del  avance  f sico  de  las  obras  que sirvan  para  acreditar  la  vigencia  oí  

caducidad  del  PE  121/2000,  oficio  emitido  en  respuesta  al  reclamo 

presentado por un vecino respecto de la poluci n que se produc a por eló í  

uso como estacionamiento por parte de Cencosud, del mismo inmueble.

Refiere en relaci n al desacato acogido por esta Corte, a trav s deó é  

un recurso de protecci n, que no hay acto propio, ni de la DOM, ni de laó  

Seremi  Minvu,  que tenga sustento  en aquella  sentencia,  la  que por lo 
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dem s  produjo  s lo  efecto  de  cosa  juzgada  formal,  mas  no  material,á ó  

atendida su naturaleza excepcional y cautelar de urgencia.

Una  cuarta  ilegalidad,  fundada   en  la  existencia  de  una 

incongruencia  entre  el  supuesto  objeto  perseguido  en  el  inicio  del 

procedimiento  y  lo  que  la  DOM  N  218/22  termin  resolviendo.° ó  

Manifiesta, que no existe tal contradicci n, por el contrario en su Cap tuloó í  

Resuelvo, constata la caducidad del PE 121/2000 en el primer per odo ení  

el cual se verifica la inactividad de las obras por m s de tres a os, lo queá ñ  

no obsta a que se configure m s de un per odo de tres a os de inactividad.á í ñ

En cuanto a la quinta ilegalidad, esto es,  que la DOM actu  en esteó  

caso sin cobertura legal suficiente y, por otra parte, que no ha motivado 

suficientemente el acto impugnado, espec ficamente respecto de lo que debeí  

entenderse  como  obras  correspondientes  al  permiso,  indica  que  basta 

se alar  que  las  facultades  del  DOM para  ponderar  todos  los  aspectosñ  

rese ados por la reclamante, se encuentran contenidas en la LGUC y suñ  

respectiva Ordenanza. Es eso lo que se advierte haber ocurrido en este 

caso, haciendo presente que de la sola lectura de la resoluci n impugnadaó  

se constata que se encuentra debidamente fundamentada, con m s de 100á  

vistos, 41 considerandos, 2 conclusiones y 5 resuelvos. 

Finalmente,  respecto  de  la  sexta  ilegalidad,  hace  presente  que la 

DOM no  ha  invalidado  de  manera  directa  ni  de  facto  la  Resoluci nó  

N 551/2013 y tampoco el Oficio Ordinario N 106/2014.° °

Finaliza haciendo menci n al perjuicio alegado, en torno a que laó  

reclamante, no  ha desarrollado argumentativamente como se constituir aí  

dicho perjuicio y, adem s, no se ala que actividad u omisi n de la DOMá ñ ó  

en el caso concreto puede derivar en un cuestionamiento que determine 

responsabilidad patrimonial de la Municipalidad de Vitacura.

Solicita en definitiva, el rechazo del recurso en todas sus partes, con 

expresa condenaci n en costas.ó

TERCERO: Que,  evacuo informe el Fiscal Judicial, Sr. Daniel 

Calvo Flores. 

Concluye que la Municipalidad de Vitacura dio cumplimiento a su 

procedimiento  administrativo  de  manera  ordenada  y  con  sujeci n  a  laó  

normativa  contemplada  en  la  Ley  Org nica  Constitucional  deá  

Municipalidad y la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en las 

cuales  se  contempla  el  otorgamiento  de  permisos  de  obras,  siempre  y 

cuando se d  cumplimiento a los requisitos y presupuestos legales para sué  
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otorgamiento y ello adem s sujeto a los plazos establecidos en la normativaá  

correspondiente. Siguiendo con la misma idea, en el caso de marras, aplica 

efectivamente la decisi n adoptada por la recurrida, en circunstancias queó  

la Ley General de Urbanismo y Construcciones dispone: Art culo 1.4.17.“ í  

El permiso caducar  autom ticamente a los tres a os de concedido si no seá á ñ  

hubieren  iniciado  las  obras  correspondientes  o  si  stas  hubierené  

permanecido paralizadas durante el mismo lapso. Una obra se entenderá  

iniciada una vez realizados los  trazados y comenzadas las excavaciones  

contempladas  en  los  planos  del  proyecto. ;”  por  cuanto  en  reiteradas 

ocasiones la Direcci n de Obras de la Municipalidad de Vitacura, constató ó 

que  en  el  inmueble  de  propiedad  de  la  recurrente,  no  se  estaban 

ejecutando precisamente obras de construcci n, sino que por el contrario,ó  

se  solicitaron  permisos  para  el  funcionamiento  de  variadas  actividades 

comerciales,  que  en  nada  dec an  relaci n  con  el  desarrollo  de  alg ní ó ú  

proyecto inmobiliario, configur ndose en este caso el motivo que da lugar aá  

la  sanci n  por  paralizaci n  de  obras  por  un lapso  superior  a  3 a os,ó ó ñ  

razones por las que, a juicio de este Fiscal, no se vislumbra en el actuar de 

la Municipalidad recurrida, la ilegalidad planteada por la recurrente.

Atendido  lo  se alado  es  del  parecer  que  el  acto  que  pretendeñ  

impugnarse por esta v a, no adolece de ilegalidad en su dictaci n, por loí ó  

que el presente reclamo deber  ser rechazado, sin perjuicio del derecho queá  

le  asiste  a  la  reclamante  de  volver  a  solicitar  permiso  de  edificaci n,ó  

ajust ndose a la normativa vigente.á

CUARTO: Que en primer  t rmino cabe tener presente  que  é el 

reclamo o acci n de ilegalidad contemplado en el art culo 151ó í  de la Ley 

N  18.695, es una acci n contenciosa administrativa especial consagrada° ó  

por nuestro legislador en t rminos amplios, con el objeto de controlar laé  

legalidad de la actuaci n de los funcionarios municipales, raz n por la queó ó  

se concede para impugnar actos administrativos u omisiones en las que 

aquellos incurran, que pueden agraviar a un ciudadano particular o afectar 

los  intereses  generales  de  la  comuna,  siendo  relevante  precisar  que  el 

principal fin de esta acci n es tutelar los derechos e intereses leg timos deó í  

aquellos.

QUINTO: Que  la  ley  citada  ordena  que  corresponder  a  lasá  

municipalidades,  en  el  mbito  de  su  territorio,  aplicar  las  disposicionesá  

sobre  construcci n  y  urbanizaci n  (art.  3 ,  letra  e)  DFL  N  1,  deló ó ° °  

Ministerio del Interior de 2006, que fija el Texto Refundido, Coordinado y 

F
V

Q
LX

E
LZ

D
X

Y



12

Sistematizado  de  la  Ley  N  18.695);  para  ejercer,  entre  otras  aquellas°  

funciones  y  atribuciones,  las  municipalidades  dispondr n  de  diferentesá  

unidades (art.  15),  recayendo en la encargada de las obras municipales: 

"Velar por el  cumplimiento  de  las  disposiciones  de  la  Ley  General  de 

Urbanismo  y  Construcciones,  del  plan  regulador  comunal  y  de  las 

ordenanzas  correspondientes",  gozando  de  las  atribuciones  de  dar 

aprobaci n a los proyectos de obras deó  edificaci nó  y otorgar los permisos 

correspondientes; fiscalizar la ejecuci n de dichas obras y recibirlas, siempreó  

verificando, incluso de manera previa, que se satisfacen los t rminos de laé  

mencionada ley (art. 24, letra a).

SEXTO: Que el presente recurso de ilegalidad persigue dejar sin 

efecto dos actos administrativos de la Municipalidad de Vitacura, 1,- La 

Resoluci n N  218 de 28 de febrero de 2022, dictada por la Directora deó °  

Obras Municipales, mediante el cual se determina que ha trascurrido el 

plazo de caducidad del permiso de edificaci n N  121 de fecha 12 deó °  

diciembre de 2000 a contar del 12 de diciembre de 2007 y, 2.- El Decreto 

Alcaldicio N  4/779 de 3 de mayo de 2022, por el cual la Alcaldesa de°  

Vitacura rechaz  en la etapa administrativa el reclamo. ó

En t rminos generales, el primero de los actos mencionados, atiendeé  

a la vigencia del permiso de edificaci n y el segundo a la existencia de unó  

procedimiento administrativo irregular, que impidi  una debida defensa.ó

SEPTIMO: Que la  normativa aplicable  a la caducidad del  PE 

121/2000, se encuentra en el Art. 5.1.20. de la OGUC vigente al a o 1999ñ  

en que se aprob  el Anteproyecto asociado el PE 121/2000, derivada de laó  

modificaci n introducida al D.S. N 47, (V. y U.), de 1992, por el D.S.ó °  

N 173,  (V.  y  U.),  de  1997,  que  establece  El  Permiso  caducar° “ á 

autom ticamenteá  a los en tres a os de concedido si no se hubieren iniciadoñ  

las  obras  correspondientes  o  si  stas  hubieren  permanecido  paralizadasé  

durante el mismo plazo . ”

A diferencia del actual art culo í 1.4.17 que en su inciso segundo dice 

Una  obra  se  entender  iniciada  una  vez  realizados  los  trazados  y“ á  

comenzadas las excavaciones contempladas en los planos del proyecto .”

A lo que se debe agregar, que  la versi n original del art culo, deló í  

a o 1992, hac a necesario que la resoluci n de caducidad fuera declaradañ í ó  

por  la  DOM,  lo  que  se  elimin  y,  ahora  se  agrega  que  operaó  

autom ticamente .“ á ”
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OCTAVO: Que conforme a la disposici n citada, -Art. 5.1.20. deó  

la  OGUC-  la  caducidad de un permiso de edificaci n opera de plenoó  

derecho, cuando el beneficiario no da inicio a las obras o estas no ofrecen 

un avance durante el t rmino de tres a os; no exigi ndose declaraci n deé ñ é ó  

parte de la autoridad, pues se trata del incumplimiento prevista en la ley 

especial urban stica por parte del beneficiario del permiso. Ello no obsta aí  

que el afectado pueda presentar nuevamente el permiso ante la autoridad 

administrativa. 

NOVENO: Que  luego  de  lo  expresado,  debe  atenderse  a  las 

ilegalidades que se atribuyen a la reclamada.

 En cuanto a la Resoluci n N 218/2022: ó °

Primera  i legalidad. Infracci n al debido proceso administrativo,ó  

al omitir la apertura de un t rmino probatorio decretado por la DOM, loé  

que incide en  infracci n a los art culos 10, 35 y 36 de la ley 19.880 yó í  

art culo 19 N 3 de la Carta Fundamentalí ° .

En este  tem,  a diferencia de lo argumentado por Cencosud,  noí  

haberse  abierto  un  t rmino  probatorio,  no  impidi  ni  limit  a  laé ó ó  

reclamante hacer uso de su derecho a defensa, siendo as  que la resoluci ní ó  

que dio inicio  al procedimiento administrativo - DOM N  288 de 7 de°  

junio de 2018 -  fij  un plazo de 20 d as  para formular  alegaciones  yó í  

aportar  todos  los  antecedentes  que  obraban  en  su  poder,  m s  auná  

accediendo a su petici n,  mediante Resoluci n DOM N 342 de 9 de julioó ó °  

de 2018 le concedi  un plazo adicional de 10 d as, dentro del cual formuloó í  

alegaciones y acompa o documentos, respecto de los cuales en su p ginañ á  

32 y ss.,  explica, que no pueden constituir antecedentes suficientes para 

definir la concurrencia de un supuesto que dice relaci n, con un aspectoó  

material, vinculado a la ejecuci n de las obras. ó

Por consiguiente no se vislumbra afectaci n a la normativa se alada.ó ñ

La  Segunda  i legalidad denunciada  dice  relaci n  a  que  eló  

procedimiento administrativo se habr a dilatado m s all  de lo previsto ení á á  

el art culo 27 de la LBPA., afectando el debido proceso y, principios, deí  

celeridad, eficacia, impulsi n de oficio del procedimiento, contradictoriedadó  

y conclusivo. 

En este aspecto, si bien el procedimiento se extendi  por un plazoó  

superior al establecido en el art culo 27 de la ley 19.880 sin que se hubieraí  

dictado resoluci n de t rmino, ello se debi  al n mero y complejidad deó é ó ú  

gestiones realizadas, como el n mero de antecedentes a analizar.ú

F
V

Q
LX

E
LZ

D
X

Y



14

En  efecto,  la  Resoluci n  N 218/22  consigna  que  existenó °  

circunstancias extraordinarias, detalladas en el Cap tulo IV, p gina 63 yí á  

siguientes,  que  justifican  que  la  duraci n  del  procedimiento  se  hayaó  

extendido  hasta  la  fecha,  haciendo  presente,  adem s,  la  complejidad  yá  

an lisis del asunto en cuesti n, intensificado como consecuencia del casoá ó  

fortuito  Pandemia  Covid  19,  considerando  adem s,   que  el  plazo  queá  

contempla  el  legislador  en  la  ley  19.880,  es  bajo  un  escenario  de 

normalidad.

De modo que no es posible afirmar que la extensi n del proceso seó  

ampli  de manera injustificada, menos aun si nunca se reclam  la tardanzaó ó  

de  la  tramitaci n  y,  solicitado  la  terminaci n  del  procedimientoó ó  

administrativo, se dio  por concluido. 

Por  otra  parte  el  decaimiento,  denominado por la  jurisprudencia 

como la imposibilidad material de su continuaci n , el que tiene como“ ó ”  

elemento de hecho sobreviviente el tiempo excesivo transcurrido, si bien no 

tiene sustento legal, porque la ley 19.880 en su art culo 40 no lo estableceí  

como una forma de poner t rmino al procedimiento administrativo, ha sidoé  

asimilada por la Excma. Corte Suprema a dicha disposici n, empero, en eló  

mbito  del  procedimiento  administrativo  sancionador,  no  aplicada  a  laá  

instituci n de la caducidad del permiso de edificaci n, sin perjuicio que suó ó  

rechazo est  dado por las circunstancias que han rodeado la tramitaci ná ó  

del expediente que llevaron a una demora justificada m s all  del plazo deá á  

seis meses. 

Tercera  i legalidad. Se denuncia que la resoluci n recurrida haó  

sido resuelta  en contravenci n a fallos  judiciales  firmes  y ejecutoriados,ó  

incurriendo en infracci n al art culo 240 del C digo de Procedimiento Civiló í ó  

e infringiendo los art culos 20 inciso primero y 76 incisos tercero y cuartoí  

de la Constituci n.    ó

De la lectura del  recurso de protecci n interpuesto ante  esta Corteó  

de Apelaciones por la reclamante, Rol 105.355-2015, confirmado por la 

Corte Suprema en causa Rol 25.979-2016,  deducido en contra de una 

resoluci n del Seremi Minvu, contrario de lo que se expresa en el reclamo,ó  

no se declar  la vigencia del PE 121/2000, sino que dejo sin efecto unaó  

Resoluci n de la Seremi (3052/2015) por considerarla arbitraria, solo enó  

cuanto intento aclarar una anterior Resoluci n (2945/2015), en lugar deó  

invalidarla como correspond a a derecho, por aplicaci n del art culo 53 deí ó í  

la LBPA.
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 En tales sentencias no se discute la forma que opera la caducidad o 

la vigencia del PE 121/2000, por consiguiente no se divisa desobediencia 

del criterio fijado por el Seremi y Los Tribunales Superiores de Justicia, 

como lo afirma la reclamante. 

Por lo que no se ha cometido desacato y tampoco infracci n a laó  

Constituci n Pol tica en el articulado mencionado, 20 inciso primero y, 76ó í  

inciso tercero y cuarto.

 Cuarta  i legalidad. Incongruencia entre lo pedido y lo resuelto, 

art culo 16 y 41 inciso segundo de la Ley N  19.880, art culo 2  de  Leyí ° í °  

N  18.575. °

Se ala  que  la  Resoluci n  N  218/2022 se  pronunci  sobre  unañ ó ° ó  

caducidad  coet nea  al  procedimiento,  puesto  que  iniciada  en  junio  deá  

2018, la DOM afirma que se habr a producido una caducidad en el 2020,í  

alterando  el  objeto  del  procedimiento,  pronunciamiento  sin  audiencia 

previa y de modo sorpresivo.

Tal  alegaci n  del  reclamante  proviene de la  Conclusi n  1 de laó ó  

DOM 218/22, al se alar Con independencia del periodo de caducidadñ “  

constatado, el que va desde el 21.12.2004 hasta el 30.06.2008, es posible 

establecer otro per odo de caducidad a ser tomado en cuenta, aquel queí  

corre entre el 24 de enero de 2017 fecha de notificaci n al  titular deló  

Permiso de la dictaci n de la resoluci n DOM N  36, de 19 de enero deó ó °  

2017  hasta el 08 el de febrero de 2020, fecha de declaratoria de alerta 

sanitaria en todo el territorio de la Republica . Se precisa que la DOM”  

36/20017 invalida la resoluci n que orden  la paralizaci n de las obras y,ó ó ó  

la fecha 24 de enero de 2017 corresponde a la notificaci n a Cencosud deó  

haberse levantado la paralizaci n.ó

La  Resoluci n  DOM N 288/2018  de  fecha  07.06.2018  resuelveó °  

iniciar el procedimiento administrativo conforme a la ley 19.880, se alandoñ  

que estima necesario, para efectos de constatar la vigencia o caducidad del 

Permiso  de  Edificaci n  N  121  de  fecha  12/12/2000,  abrir  unó °  

procedimiento  administrativo.  De modo  que  el  objeto  que  persigui  eló  

procedimiento iniciado, fue identificar el primer per odo, posterior al inicioí  

de obras registrado en el Folio 01 del Libro de Obras, 05 de diciembre de 

2003.  Tal  objeto  fue  asumido  por  Cencosud  al  participar  en  el 

procedimiento sin interponer reclamo alguno.

La Resoluci n DOM N 218 de 2022,  en su Cap tulo V Resuelvo,ó ° í  

numeral 2 , se ala Const tese la caducidad del Permiso de Edificaci n° ñ “ á ó  
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N 121/2000 de fecha 12.12.2000, la cual opero de pleno derecho a contar°  

del 12.12.2007, seg n segunda causal  de Art.  5.1.20 OGUC vigente alú  

29.12.1999, es decir obras paralizadas por m s de tres a os, de acuerdo alá ñ  

Considerando N  41 de la presente Resoluci n .° ó ”

Entonces, lo que hace la Resoluci n N  218/2022 es constatar laó °  

caducidad  del PE 121/2000 en el primer periodo en el cual se verifica la 

inactividad de las obras por m s de 3 a os, lo que no obsta a que seá ñ  

configure m s de un periodo de 3 a os de inactividad, es as  como en laá ñ í  

misma resoluci n se indica que independiente de la cantidad de per odosó í  

de 3 a os de inactividad que se haya configurado, corresponde a la DOMñ  

constatar  la  caducidad  en el  primero  de  ellos.  En este  caso,  desde  el 

21/diciembre/2004 al 21/diciembre/2007.

En definitiva no existe  incongruencia entre ambas resoluciones y, 

tampoco resulta razonable cuestionar que la DOM haya revisado todo el 

periodo que sigui  al inicio de obras certificado en diciembre de 2003 paraó  

constatar la caducidad del PE 121/2000.

Sin perjuicio de lo dicho, el titular del Permiso, comunico con fecha 

03 de mayo de 2018 el inicio de obras, allegando documentos al efecto, los 

que resultaron insuficiente en orden a establecer la existencia de obras en 

ejecuci n,  incluso,  estando habilitado para ejecutar  obras,  presento  conó  

fecha  10.02.22, un escrito de t rmino del procedimiento administrativo,é  

por  imposibilidad  material  de  continuarlo  (rechazado),  lo  que  avala  y 

convalida el conocimiento del periodo de revisi n. ó

Por  consiguiente  la  resoluci n  impugnada  decidi  sobre  lasó ó  

cuestiones planteadas, ajust ndose a lo dispuesto en el art culo 41 de la leyá í  

19.880 y,  actuando con transparencia, permitiendo el conocimiento de la 

existencia de un  nuevo periodo de revisi n  del  permiso  PE/121,  queó  

impone el art culo 16 de la misma ley. Tampoco se advierte un exceso deí  

competencia, art culo 2  Ley 18.575 al constatar una caducidad coet nea aí ° á  

la tramitaci n del procedimiento, por cuanto se verifico dentro del periodoó  

en que se instruy  el proceso y se le notifico el t rmino de la medida deó é  

paralizaci n de las obras.ó

Quinta  i legalidad. Motivaci n  incongruente  de  la  Resoluci nó ó  

218/2022, al considerar razones contradictorias para declarar la caducidad, 

al reconocer el desarrollo de obras para luego retractarse, infracci n a losó  

art. 11, 17 letra f) y 41 de la Ley N  19.880.°
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Expresa que la Resoluci n DOM N  218 omite una valoraci n oó ° ó  

consideraci n  l gica  o  razonable  de  los  antecedentes,  al  sostener  laó ó  

caducidad en que las obras estuvieron paralizadas  por tres a os, entre“ ” ñ  

enero de 2017 y febrero de 2020, pese a que la propia Resoluci n Nó ° 

218/2022  hace  referencia  al  menos  a  tres  constancias  de  fotograf as“ í  

tomadas por Inspector de Obras, mediante las cuales se evidencian faenas 

de excavaciones en curso , correspondientes al mes de mayo de 2018. ”

Primero,  decir,  que  las  facultades  del  DOM en esta  materia,  se 

encuentran en la LGUC y su respectiva Ordenanza. Para el caso espec ficoí  

del PE 121/2000, en los art culos 116 y 120 de la LGUC y en el art culoí í  

5.1.20. de la OGUC en la versi n de la poca del proyecto en cuesti n,ó é ó  

reconociendo que la DOM posee una potestad discrecional para ponderar 

cuando las obras de un permiso se entienden iniciadas,  en ejecuci n yó  

avance, lo que no implica  un actuar arbitrario, sino que se debe expresar 

por  escrito  los  criterios  t cnicos  que  apoyan  sus  decisiones,  lo  que  haé  

ocurrido en el caso, luego de un an lisis y estudio de una gran cantidad deá  

antecedentes,  se  adopt  una  decisi n  fundada  en  criterios  t cnicosó ó é  

urban sticos.í

En  efecto,  en  el  periodo  que  corre  entre  el  24.01.2017  y  el 

08.02.2020, se enumeran fotograf as, folio del libro de obras, certificaci ní ó  

notarial, carta de Cencosud y la Resoluci n DOM 288/2018, donde seó  

aprecia ser efectivo lo que alude el reclamante, pero omite que todos esos 

antecedentes fueron analizados a continuaci n (pag.62), concluyendo queó  

no  re nen  las  condiciones  para  determinar  la  existencia  de  obras  enú  

ejecuci n.ó

Lo concreto es  que existe  registro  fotogr fico,  que da cuenta  deá  

movimiento de tierra menor, lo que no tiene correlaci n directa con losó  

planos de estructura del edificio proyectado desde hace 20 a os, ni menosñ  

con la finalidad de un proyecto de edificaci n. ó

En consecuencia, no se observa infracci n al deber de motivaci n,ó ó  

como lo sostiene la reclamante,  al tenor de los art culos 11 y 41 de la leyí  

19.880, fundado en razones contradictorias e incongruentes para demostrar 

la  caducidad del  permiso.  Y,  adem s  tuvo la  oportunidad de formulará  

alegaciones  y  aportar  documentos  al  tenor  del  art culo  17  letra  f)  delí  

mismo cuerpo legal citado.

Sexta i legalidad. Infracci n al art culo 3  y 53  de la ley 19.880,ó í ° °  

al invalidar solapadamente el efecto de resoluciones previas,  Resoluci nó  
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DOM  N 551/2013  y  Ordinario  DOM  N 106/14,  que  constatan  la° °  

vigencia del permiso a lo menos al a o 2004, neg ndoles la calidad deñ á  

actos administrativos.  

Primero  se alar,  que  la   DOM  218/22  no  ha  invalidado  lañ  

Resoluci n N 551/2013 y tampoco el Oficio Ordinario N 106/2014, poró ° °  

el contrario, cumpli  con el Resuelto 4  de la Resoluci n Exenta 2945, enó ° ó  

tanto se ala que en la dictaci n de resoluciones atingentes a la vigencia delñ ó  

permiso de edificaci n, la  Direcci n de Obras, deber  considerarlas, losó ó á  

que dan por vigente el citado permiso, procediendo  si correspondiere, su 

invalidaci n.  La  DOM 218,  luego  del  an lisis  que  hace  de  ella  y  losó á  

documentos relacionados, concluye que aquellos no tienen la aptitud para 

ejecutar la certificaci n de obras.ó

En efecto, la Resoluci n N 551/2013 de 31 de diciembre de 2013,ó °  

incorpora un nuevo arquitecto, cambia el Inspector T cnico de Obras yé  

valida Acta de Estado de Avance F sico por Partidas de fechas 17.12.2013,í  

lo  que permiti ,  conforme a la  normativa  de  LGUC, proceder  con eló  

cambio de los profesionales, ello a fin de deslindar responsabilidades, no 

valida que haya habido obras en curso.

Por  su  parte,  el  Ordinario  DOM N  106 de  fecha  15.01.2014,°  

responde a reclamos  de vecinos por estacionamientos  y poluci n en laó  

propiedad  en  cuesti n,  indicando  que  revisados  los  archivos  de  laó “  

Direcci n  de  Obras,  el  Permiso  N  121/2000  se  mantiene  vigenteó °  

conforme a los antecedentes existentes , aseveraci n que no puede darse” ó  

por  concluyente,  toda  vez  como  se   respondi  al  vecino,  se  estabaó  

fiscalizando la vigencia, sin especificar alguna fecha conclusiva, de lo que se 

deduce que la evaluaci n  estaba en curso. La respuesta de la reclamante aó  

tal reclamo fue que solicitar a un permiso provisorio para la habilitaci n deí ó  

una superficie estabilizada.

DECIMO: Que ahora bien,  es de advertir que las ilegalidades 

invocadas por la reclamante se sustentan en infracci n a disposiciones de laó  

ley 19.880 (LBPA), sin hacer referencia  a la normativa urban stica especial,í  

aplicable  a  la  caducidad  de  los  permisos  de  edificaci n,  en  virtud  deló  

principio de especialidad, sin perjuicio del principio conclusivo del art culoí  

8  que corresponde  a la administraci n. ° ó

Asimismo  se  observa  que  las  ilegalidades,  versan  sobre  aspectos 

formales,  principalmente,  que  Cencosud  no  ha  podido  probar  lo 

conveniente  a  sus  derechos  y  que  ha  existido  una  dilaci n  en  eló  
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procedimiento administrativo, empero, no ataca el fondo del asunto, cual es 

la  existencia  o  no  de  obras  de  edificaci n  respecto  del  permiso  deó  

edificaci n PE 121/2000 adecuada a la normativa vigente a la poca deló é  

anteproyecto de construcci n.ó

UNDECIMO: Que la reclamante expresa que la Alcaldesa de la 

Municipalidad de Vitacura, al rechazar el reclamo de ilegalidad municipal, 

mediante el   Decreto  Alcaldicio  N  4/779  de  3  de  mayo  de°  

2022,  no  se  hace  cargo  de  sus  planteamientos  en  torno  al  efectivo 

reconocimiento de la vigencia del  permiso de edificaci n,  en sentenciasó  

firmes y resoluciones previas de la misma Direcci n de Obras (Resoluci nó ó  

N 551/2013  y  Ord.  N  106/2014),  como  vicios  del  procedimiento° °  

administrativo, e incoherencia de la Resoluci n DOM N  218, que declaraó °  

la caducidad a pesar de reconocer expresamente que existieron obras en 

curso;  con  lo  que  se  infringe  el  deber  de  motivaci n  de  los  actosó  

administrativos contenido en los art culos 11 y 41 de la Ley N  19.880. í °

DUODECIMO: Que,  al  respecto  el  Decreto  Alcaldicio 

(Dec.Alc.Secci n 1  N 4/779),  en su numeral 6, se remite al DOM Nó ° ° ° 

218, se alando que la Direcci n de Obras Municipales ha actuado dentroñ ó  

de  su  potestad  legal  exclusiva  y  excluyente,  como  corresponde  a  su 

naturaleza  de  rgano  desconcentrado  funcional  del  municipio;  en  suó  

numeral 7, se ala que el acto de la DOM que ha sido impugnado, contieneñ  

una relaci n extensa y detallada que sirve de fundamento para sostener laó  

conclusi n en cuanto a que procede confirmar la caducidad del PE N  121ó °  

de  2000,  al  estimar  que  tal  decisi n  ha  sido  adoptada  dentro  de  unó  

procedimiento legalmente tramitado y motivado; en su numeral 9), que la 

norma que regula la caducidad del permiso de edificaci n se fundamentaó  

en un hecho objetivo que corresponde constatar a un rgano administrativoó  

desconcentrado y, en el numeral 10) que es de inter s de la Autoridadé  

Edilicia que se cumpla la juricidad y el esp ritu de la normativa urban stica.í í  

Es as  que el Decreto Alcaldicio, responde a concretar la conclusi n delí ó  

acto administrativo dictado por la Direcci n de Obras Municipales y poró  

otra  parte,  encuentra  suficientemente  fundado  y,  por  ende,  satisface  el 

est ndar del debido proceso legal.á

DECIMO  TERCERO:  Que  en  relaci n  a  la  alegaci n  deó ó  

perjuicio,  se  debe decir,  que  Cencosud no precisa  cual  es  el  perjuicio 

espec fico sufrido, sino que se limita a expresar que al dejar sin efecto elí  

permiso  N  121,  de  fecha  20 de  diciembre  de  2000,  se  le  impide  el°  
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desarrollo  de  un  proyecto,   afirmaci n  que  no  es  exacta,  puesto  queó  

conserva su derecho a solicitar un nuevo permiso ajustado a la normativa 

vigente. 

DECIMO CUARTO Que en definitiva, en el caso particular, se 

ha mantenido vigente un permiso de edificaci n expedido hace m s deó á  

veinte a os, sin que exista evidencia alguna de ejecuci n de obras duranteñ ó  

dicho lapso de tiempo, lo que no se concilia con la normativa urban sticaí  

de uso del suelo.

DECIMO  QUINTO: Que  conforme  a  lo  ya  razonado  y, 

compartiendo los argumentos del Fiscal Judicial, Sr. Daniel Calvo Flores, se 

concluye que  los actos  que se pretende impugnar por esta v a no adolecení  

de ilegalidad,  

Por estas consideraciones y de conformidad al art culo151 de la Leyí  

Org nica  Constitucional  de  Municipalidades  y  art culo  5.1.20  de  laá í  

Ordenanza General de Urbanismo y  Construcci n   se  rechazaó , sin 

costas,  el  recurso de reclamaci n  ó de ilegalidad deducido por Cencosud 

Shopping S.A. en contra de la Municipalidad de Vitacura. 

Redact  la ministro Se ora Elsa Barrientos Guerrero.ó ñ

Reg strese, noti f quese y arch vese en su oportunidadí í í . 

Rol Corte N  238-2022 (Contencioso  Administrativo)° –

Pronunciada por la Primera  Sala  de  la  Corte  de  Apelac iones  
de  Santiago ,  presidida por la ministra se ora Maritza Villadangosñ  
Frankovich e  integrada,  adem s,  la  á ministra  se ora  Elsa  Barrientosñ  
Guerrero y el abogado integrante se or Oscar Torres Zagal.ñ
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Pronunciado por la Primera Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago integrada por los Ministros (as) Maritza

Elena Villadangos F., Elsa Barrientos G. y Abogado Integrante Oscar Torres Z. Santiago, veinticinco de abril de dos

mil veintitrés.

En Santiago, a veinticinco de abril de dos mil veintitrés, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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